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	I. LA FAMILIA base del desarrollo integral de la niñez y la adolescencia


La familia es el espacio indispensable para asegurar el respeto, la protección integral y la garantía del cumplimiento de los derechos de la niñez y de la adolescencia, así como la necesidad de incorporar estos derechos a los valores y prácticas esenciales. En este mismo sentido, se considera como el principal ámbito donde promover la cultura de los derechos de la niñez y de la adolescencia, lo cual significa repensar el papel del Estado y de sus instituciones para que las normas emitidas en los distintos instrumentos de los derechos humanos se conviertan en una realidad.

El Estado junto con sus instituciones, asumen un papel importante en la formación e información sobre el marco jurídico existente y el fomento de prácticas de socialización y de crianza, y en el de brindar apoyo a las familias para que puedan contar con herramientas y conocimientos que les permitan cumplir con las responsabilidades que tienen hacia sus hijos e hijas.  En este sentido, el Estado debe contar con una oferta de servicios y de programas integrales de calidad para que las personas menores de edad puedan desarrollar sus capacidades y potencialidades. 

Se enfatiza la familia como la institución responsable por el bienestar y el desarrollo integral de la niñez y de la adolescencia, no escapa de ser un espacio en el cual se ponen en riesgo la integridad y vida de estas personas, lo cual se encuentra presente en todas las clases sociales y niveles educativos. Ante esto, existe una necesidad por parte del Estado en redoblar esfuerzos y promover la corresponsabilidad social nacional en el cumplimiento de la garantía de los derechos de la niñez y de la adolescencia, fortaleciendo a las familias y asegurando la satisfacción de los niveles esenciales de cada uno de los derechos reconocidos y adoptados por el país. Con lo anterior, se pretende revertir las tendencias actuales y las manifestaciones de violencia que lesionan los derechos al interno de las familias y en otros espacios, lo cual demanda una acción conjunta de todos los sectores y actores de la vida nacional. 

La persistencia de condiciones sociales y económicas adversas; la existencia de brechas y de grandes inequidades y disparidades, menoscaban la capacidad de las familias para ofrecerles a sus hijas e hijos condiciones de vida apropiadas para un desarrollo saludable y ponen a prueba su estabilidad y por ende, su capacidad para constituirse en el mejor ámbito para promover una cultura de respeto de los derechos de las niñas, los niños y de las y los adolescentes.

 La carencia de información y de formación sobre prácticas de crianza y socialización, de estimulación temprana integral; de conocimientos sobre la legislación o normativa vigente; la persistencia de discriminaciones de género; de inequidades en cuanto a las responsabilidad de crianza, signada por la tradición patriarcal, incluyendo el uso y abuso del poder y la fuerza en la solución de conflictos, en lugar del diálogo y la comunicación y la persistencia de una práctica institucional “adultocéntrica”,  hace que la posibilidad de que las familias se constituyan en espacios sociales para la promoción de una cultura de respeto y garantía de los derechos de la niñez y de la adolescencia, siga siendo una aspiración o una expectativa, cuyo alcance demandará de cambios culturales –fuertemente arraigados- los cuales como se sabe, son difíciles de modificar y cuya concreción tomará una o dos generaciones.    

Por otra parte, es esencial dar mayor énfasis a la formación de la niñez y de la adolescencia en cuanto al significado de sus derechos, lo cual no se limita a informarles sobre su derecho a la educación, a la salud, o a la recreación, es necesario hacer mayor énfasis en la formación en valores tales como la solidaridad, el respeto del interés social o la corresponsabilidad, la eliminación de actitudes y de prácticas discriminantes.

Es indispensable brindar a los padres y a las madres, los conocimientos para que, tomando en cuenta la evolución de las facultades, la edad y grado de madurez de sus hijas e hijos puedan estar en capacidad de orientarlos y darles las direcciones pertinentes, mediante la comunicación y un diálogo responsable, respetuoso, positivo y compartido.

En cuanto a la participación
 de las niñas y niños en el entorno de sus familias, “las investigaciones realizadas muestran que niñas, niños y adolescentes perciben a la familia como un ámbito de contención y respeto, así como un espacio fundamental para evitar la violación de sus derechos por parte de otras personas ajenas a su familia o de las  instituciones sociales. Al mismo tiempo, para algunos niños, la familia es percibida como un espacio en el cual tienen lugar violaciones abiertas a los derechos, por ejemplo: el castigo físico; la falta de interés para incorporar sus opiniones a las decisiones que toman las personas adultas y el desarrollo de modelos de relación antidemocrático, que conducen al uso arbitrario de poder por parte de las personas mayores, con supuestos fines disciplinarios o educativos”.

En materia de participación, a lo interno del grupo familiar parece existir un bloqueo social que imposibilita a la mayoría de las familias favorecer desde temprana edad estos procesos. Si bien las personas menores de 18 años son reconocidas como sujetos de derechos al exterior de la familia. En ese sentido las personas responsables del grupo familiar muestran mayor preocupación por proteger a las niñas, niños y adolescentes de la violación externa de sus derechos, como los atropellos cometidos por las instituciones sociales, organizaciones comunitarias o individuos particulares. En cuanto a las decisiones cotidianas que se toman al interno del grupo familiar, relacionados con los procesos de socialización, la participación en el sistema educativo o la incorporación temprana al mercado de trabajo, las niñas, niños y adolescentes son percibidos como sujetos de derechos fuera del núcleo familiar, pero en su interior son percibidas como personas bajo la tutela de la población adulta.

Las personas adolescentes, manifiestan que en sus familias se les excluye de la participación en los procesos  de deliberación y toma de decisiones sobre asuntos que tendrán incidencia en el conjunto del núcleo familiar, por cuanto, por ejemplo, constantemente se les mantiene desinformados acerca de lo que ocurre en la casa, motivo por el cual deben hacer sus propias deducciones. Rara vez se les toma en cuenta cuando se va a tomar una iniciativa que les atañe, como el cambio de casa o de escuela, paseos o viajes.  Al respecto, el Director del Area de Niñez y Adolescencia, de la Defensoría de los Habitantes, en su informe anual (2001-2002)
 señala que “……contrario a lo que podría pensarse, la historia de los derechos de los niños y niñas, la concepción de estos ya no como simples objetos de protección, sino como sujetos de derechos, es muy reciente”. 

Ello lleva a concluir que las barreras que enfrentan las niñas, los niños y adolescentes para disfrutar de sus derechos dentro del grupo familiar, se originan fundamentalmente en factores de orden cultural y no en omisiones o debilidades de la legislación, siendo este uno de los retos que deben ser enfrentados próximamente por el Estado costarricense.

Finalmente, es vital fomentar una participación significativa y de calidad de ellas y ellos para garantizar su pleno crecimiento y desarrollo. Un niño o una niña cuya integración activa en el mundo ha sido alentada desde el principio, los faculta a ser personas aptas para desarrollarse durante su primera infancia, para responder a las oportunidades educativas y para pasar a la adolescencia con confianza, firmeza y les otorga las capacidades necesarias para contribuir al diálogo y a las prácticas democráticas en su familia, en la escuela, en la comunidad y en la vida nacional.

A continuación se señalaran algunas conclusiones y recomendaciones sobre el tema:

· Garantizar que las nuevas leyes reflejen las disposiciones y los principios de la Convención.

·  Traducir la normativa en políticas concretas. 

· Necesidad de capacitar y apoyar a los oficiales encargados de la aplicación de la ley, al poder judicial, a las familias, a los maestros y a los profesionales que se ocupan del bienestar de la niñez y de la adolescencia y otras personas que trabajan con niños, niñas y adolescentes para comprender cabalmente el contenido y el significado de las nuevas leyes y reglamentos, para interesarse en los cambios necesarios y contar con conocimientos que les permita aplicarlos.

· Brindar conocimiento a las niñas, a los niños y las y los adolescentes, como las familias, sobre las nuevas leyes, las soluciones y los procedimientos que tienen a su disposición en virtud de esas leyes.

· Readecuar y orientar las políticas por parte de los Estados y contar con una oferta programática y de servicios que les permita a las familias contar con opciones para convertirse en espacios reales en el que se protejan los derechos de la niñez y de la adolescencia, en los que se fomente y promueva una cultura de diálogo, de comunicación, de seguridad y de afecto.

· Fortalecer y ampliar la normativa vigente para que efectivamente se proteja de manera integral a las niñas, a los niños y a las y los  adolescentes contra la violencia, incluso dentro de la familia y se prohíba el castigo físico como una práctica social y culturalmente hasta ahora aceptada. 

· Continuar realizando esfuerzos para que se apliquen las normas internacionales adoptadas en el nivel nacional y sancionar a las personas que explotan a la niñez y a la adolescencia bajo formas de trabajo infantil, explotación sexual infantil, trata, tráfico y su utilización en la pornografía, asimismo la necesidad de fijar edades mínimas para el empleo, prohibir las peores formas de trabajo infantil y reconocer el papel fundamental de la enseñanza en la prevención y regular las condiciones de trabajo de las personas adolescentes.

· Crear conciencia nacional para que las familias puedan cumplir con sus responsabilidades en la protección y en el cumplimiento de los derechos de la niñez y de la adolescencia, para que nazcan, vivan y se desarrollen en todas sus capacidades y potencialidades, para esto se requiere del esfuerzo y los aportes solidarios y corresponsables de todos los sectores y actores de la vida nacional.

	II. LA DOCTRINA DE LA PROTECCION INTEGRAL Y LAS NORMAS VIGENTES EN RELACIÓN A LA FAMILIA



Antes de la Convención sobre los Derechos del Niño y la Niña, se tenía una concepción de las personas menores de edad muy dividida. Existían niños, niñas y adolescentes que veían sus necesidades básicas satisfechas y tenían quien los representara, luego estaban los y las menores a quienes se intentaba dar una solución a su situación crítica de manera judicial, eran objeto de compasión y lástima, no se consideraban titulares de derechos, sino objeto de abordaje por parte de la justicia, con criterios de caridad y lástima, lo que permitía ir en contra de todos los principios básicos de los Derechos Humanos e individuales, y se disponía de la persona menor de edad tomando la medida que se creía conveniente y de duración indeterminada. El Estado disponía de su vida. No se cumplía con el debido proceso, no eran escuchados y el juez actuaba como un buen padre de familia inspirado en la legislación civil y dependiendo de criterios de peritos psicosociales, es decir no tenía la actuación de un técnico del derecho.

Con la concepción de la doctrina de protección integral, la niñez y la adolescencia es una sola, es decir se convierten en un universo homogéneo, ya no hay o al menos no deberían haber  “menores”. Su protección se expresa en la exigencia de formulación de políticas universales para todos los niños, niñas y adolescentes, sin descuidar las políticas focalizadas para aquella población menor de dieciocho años con mayor vulneración y violación de sus derechos. La persona menor de edad deja de ser objeto y pasa a ser sujeto social pleno de derechos, titular de derechos, así es reconocida una protección especial, de guía y de crecimiento  de acuerdo a su autonomía progresiva, es decir el tiempo de los y las adultas es diferente al tiempo de las personas menores de edad. Es un ser capaz y el respeto a sus derechos debe ser garantizado por el Estado, incorporando en esta nueva filosofía otros actores sociales familia, escuela, comunidad y sin lugar a dudas el mundo adulto en general, retomándose de nuevo el eje de corresponsabilidad.

El Estado promoverá el bienestar de este sector poblacional, interviniendo a través de políticas sociales: básicas (educación, salud), atencionales (comedores escolares, hogares comunitarios) o de protección especial (albergues subsidios directos, dictado de medidas de protección tanto en sede administrativa como judicial), planificadas con participación de los niños, niñas, adolescentes y la comunidad, así como las instancias públicas y privadas que correspondan. 

El sistema judicial trata los temas jurídicos con jueces de Niñez y Adolescencia,  de familia y de justicia penal juvenil, lo que es un indicativo claro de la especificidad de esta nueva rama del Derecho.

Otros temas son tratados por los órganos descentralizados a nivel local (Estado a través de una institución con rango constitucional, y  que cuenta con oficinas a lo largo y ancho del territorio nacional, y las demás instituciones que conforman en gran parte el Consejo Nacional de la Niñez y la Adolescencia y otras instancias gubernamentales; Juntas de Protección, Comités Tutelares,  ONGs, Iglesia, comunidad, jóvenes).

La situación económica de la familia se ve como una alerta para ayudar ( no para egresar al niño, niña de su hogar ), esto marca un cambio trascendental, y es el reconocimiento de que la familia de origen es un derecho fundamental de las personas menores de edad,  lo que obliga a replantear el término de “protección” el cual era definido de una manera distinta desde la Situación Irregular, para lograrlo se le involucrará en programas de salud, vivienda, recreación, deporte y educación. 

Las nuevas legislaciones latinoamericanas sobre niñez y adolescencia, basadas en la Convención sobre los Derechos del Niño y la Niña, están pensadas y estructuradas para garantizar a todos los niños, niñas y adolescentes sus derechos, que son vistos ahora como personas, como seres humanos con ejercicio de ciudadanía y por tanto con derecho a tener derechos.

El compromiso que asumió nuestro país con la ratificación de la Convención, lo ha llevado a una profunda revisión de sus estructuras tanto institucionales como sociales, en procura del establecimiento, de las bases necesarias en las cuales cimentar el reconocimiento, garantía,  respeto y protección de los derechos fundamentales de las personas menores de edad, sin discriminación alguna y utilizando acciones positivas para aquellos grupos de personas menores de edad que se encuentran en altísima vulnerabiliadad. 

La normativa vigente en relación a la familia y en la cual se incluye la doctrina de protección integral, jerárquicamente esta constituida de la siguiente forma:

· Constitución Política 

· Convención Internacional sobre los Derechos del Niño y la Niña de las Naciones Unidas 

· Tratados y Convenios Internacionales sobre la materia 

· Código de la Niñez y Adolescencia 

· Código de Familia y leyes atinentes en la materia 

· Usos y Costumbres propios del  medio sociocultural

· Principios generales del Derecho 

La Constitución Política de Costa Rica, plantea el derecho de los niños, niñas y adolescentes de tener una familia y disfrutar de la convivencia familiar y comunitaria. En ella se crea el Patronato Nacional de la Infancia como institución autónoma especializada para que ejerza la rectoría en materia de niñez y adolescencia. El texto constitucional introduce un concepto sobre el cual se debe reflexionar con mayor amplitud al interior de nuestras instituciones, cual es el disfrute de la convivencia familiar,  esto debe llevarnos a estudiar con mayor amplitud la situación de nuestras familias y sus reales opciones de garantizar para las personas menores de edad un espacio en el cual ellos y ellas puedan disfrutar a plenitud de su vida y encontrar niveles de convivencia con su padre, madre, hermanos, hermanas y demás miembros de la familia, basados en el respeto mutuo la dignidad y la solidaridad , tomando en cuenta la diversidad, equidad de género y el mejor interés para las personas menores de edad.

La Convención sobre los Derechos del Niño, es un instrumento especializado de derechos humanos en materia de Niñez y Adolescencia, es superior a la ley común y debe de aplicarse al universo de la niñez y  la adolescencia. Se convierte en ley de aplicación obligatoria en los países firmantes (191). La Convención define a la familia como el grupo fundamental de la sociedad y el medio natural para el crecimiento y el bienestar de todos sus miembros, en particular de los niños, niñas y adolescentes e indica que ésta debe recibir la protección y asistencia necesarias para poder asumir plenamente su responsabilidad dentro de la comunidad. Así mismo, reconoce que las personas menores de edad, para el pleno y armonioso desarrollo de su
personalidad, debe crecer en el seno de la familia, en un ambiente de felicidad, amor y comprensión. En su art. 5 manifiesta que los Estados Partes respetarán las responsabilidades, los derechos y los deberes de los padres y madres. La Declaración de la Cumbre Mundial, en su numeral 19 plantea la necesidad de hacer todo lo posible por evitar que los niños, niñas y adolescentes se separen de su familia. 

El Código de la Niñez y Adolescencia, tiene como principio fundamental el interés superior de la
persona menor de edad. Conlleva a una reconceptualización de la autoridad parental. Esta ley
reafirma la importancia de poner en práctica las distintas normas, principios y enfoques sobre niñez y adolescencia en la sociedad contemporánea. Es una herramienta que se encuentra diseñada para garantizar y defender los derechos fundamentales de todos los niños, niñas y adolescentes, sin distinción alguna. 

La Ley Orgánica del Patronato Nacional de la Infancia, establece como fin primordial proteger, especialmente y en forma integral a las personas menores de edad y sus familias, como elemento natural y pilar de la sociedad. Igualmente enumera los principios fundamentales del PANI como institución rectora en materia de infancia, adolescencia y familia y se destaca el fortalecimiento y protección de la niñez, la adolescencia y la familia, todo ello basado en el respeto a los derechos y deberes de las personas menores de edad. 

Ley de Justicia Penal Juvenil, respeta la especialización en el ámbito judicial y responde a los principios de la Convención sobre los Derechos del Niño.  Una ley garantista, que logra la aplicación de  los principios de la Convención  que contiene muy bien desarrollado el eje de responsabilidad penal con diferencias etáreas fundamentales de 12 a 15 años y de 15 años a 18 años 

Nuestro país ha logrado un gran avance en el enfoque de derechos en su legislación, sobre todo en lo que se refiere a los derechos de las personas menores de edad. Las instituciones adecuan sus políticas y estructuras a los principios de la Convención  Constituir una familia, disfrutar de ella y su convivencia es una tarea que implica tener un claro enfoque sobre las personas menores de edad, sobre sus derechos, sobre su condición jurídica y al mismo
tiempo mirar a la familia, a la sociedad, los centros educativos, la comunidad y al Estado como responsables directos del bienestar de las mismas. 

En Costa Rica por medio de la labor realizada por el Patronato Nacional de la Infancia, el Consejo Nacional de Niñez y Adolescencia, las Juntas de Protección, los Comités Tutelares, la Dirección de Niñez y Adolescencia de la Defensoría de los Habitantes, las oficinas o comisiones de Niñez y Adolescencia de las instituciones, la Comisión de Niñez y Juventud de la Asamblea Legislativa, el Juzgado de Niñez y Adolescencia, Juzgados de Familia y Sala Constitucional, se recoge la sentida necesidad de proteger y defender a las personas menores de edad. Cabe indicar, además, que cualquier habitante mayor de edad es co-responsable y debe convertirse en un defensor de los derechos y garantías de los niños, niñas y adolescentes que habitan el territorio costarricense. 


	III. LA VIOLENCIA INTRAFAMILIAR Y SU INCIDENCIA EN EL DESARROLLO DEL NIÑO


La valoración social de la familia como el espacio que por excelencia proporciona abrigo y protección a sus integrantes es resquebrajada por la violencia intrafamiliar. Los alcances y las consecuencias de este flagelo social han sido puestos en relieve muy recientemente, sin que ello implique su inexistencia desde épocas anteriores. 

Indudablemente, el contexto de democratización, de ampliación de los derechos ciudadanos y de esfuerzo por eliminar todo tipo de discriminación, ha influido notablemente para que el tema de la violencia adquiriera relevancia en el debate social. No obstante su inclusión en la agenda como un problema de salud pública constituye un caso paradigmático de cómo un movimiento social, en este caso el feminismo- redefinió un aspecto que ara considerado del ámbito privado, trasladándolo a un tema de la agenda de las políticas públicas. 

Se han hecho esfuerzos, por parte de diversas instituciones para disminuir la violencia contra las personas menores de edad, sin embargo el país no cuenta con un sistema integrado que permita registrar prevenir y atender la violencia que se ejerce contra la niñez y adolescencia. Esta continúa incrementándose, tanto en la cantidad de situaciones como en las formas de maltrato.  Al no disponer de información que permita hacer una estimación adecuado del número de niñas, niños y adolescentes víctimas de abuso y explotación sexual, la información que se tiene al alcance proviene de diversas fuentes.

En 1997 el PANI atendió 23.139 niños, niñas y adolescentes, de los cuales 1299 resultaron ser casos de maltrato físico, 1575 de maltrato sexual y 64 de maltrato psicológico y verbal.  Esta Institución atendió 12,7% por abuso y maltrato. En el año 2002 atendió un total de 23.914 niñas y niños víctimas de diferentes manifestaciones de maltratos, desde los conflictos por la guarda crianza hasta el abuso sexual.

El abuso sexual intrafamiliar se incrementó en 1998, 438 casos, al 2001, 762 casos. El PANI reporta para el periodo 1998-2001, 2593 casos. En este mismo periodo, el abuso sexual extrafamiliar fue reportado en un total de 1281 casos. Este tipo de violencia muestra una tendencia creciente en el 2001 con 441 casos respecto a 1998, 267 casos. 

Entre 1998 y el 2001, la explotación sexual registra un total de 383 casos, también con tendencia ascendente en el 2001 con 110 casos respecto a los 43 casos de 1998.

El Hospital Nacional de Niños atendió durante 1997, 268 niñas y niños víctimas de agresión; en 1999 aumentó a 498 caos. En el año 2000 hubo una leve disminución. La atención fue por agresión física, sexual o pasiva y no especificada.  En el año 2001, el Comité del Niño Agredido atendió un promedio de 22 casos mensuales, con cinco fallecimientos por violencia intrafamiliar.  En el 2002, atendió 331 niños y niñas, un 33% fue referido al PANI. Otra situación importante de mencionar es el alto riesgo del consumo de drogas, por parte de niñas, niños y adolescentes.  

La atención de la salud, la educación y la recreación son necesidades urgentes de esta población. La procedencia de hogares empobrecidos y caracterizados por la violencia intrafamiliar, en donde sus derechos han sido violentados desde muy temprana edad son algunas de las características que presentan estos niños, niñas y adolescentes víctimas de explotación sexual. 

La línea Rompamos el Silencio recibió un promedio de 43 llamadas diarias en 1998, de las cuales 1 de cada 10 fue hecha por un niño, niña o adolescente. Por violencia intrafamiliar murieron en el año 2002, siete menores.

Costa Rica se plantea luchar sistemáticamente contra la violencia y el abuso infantil, en el ámbito familiar, educativo, comunal y social”, así mismo “unificar los esfuerzos institucionales y del sector no gubernamental para mejorar la accesibilidad, eficacia, eficiencia e impacto de los programas que combaten el maltrato y el abuso infantil.”

Cabe señalar  que existe en el país una progresiva toma de conciencia respecto a la necesidad de enfrentar la violencia la cual se expresa por medio de indicadores diversos, como son:  

· El incremento en el número de denuncias presentadas por actores sociales no tradicionalmente involucrados como es el caso de docentes, líderes comunitarios, organizaciones de base, miembros de grupos religiosos, etc.

· La disposición, tanto por parte de sectores estratégicos como de la población en general, para participar  en acciones específicas en el ámbito de la prevención, detección y denuncia.

· La apertura y el apoyo brindados por los medios de comunicación para la ejecución de campañas de sensibilización, a escala local y nacional.

· La incorporación del tema en la línea editorial de los principales medios de comunicación del país en calidad de creadores de opinión interesados en convocar la atención de la comunidad nacional hacia una acción efectiva para su progresiva erradicación.  

Desde el CONSEJO DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA, se impulsa un PLAN NACIONAL CONTRA LA VIOLENCIA A NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES, el cual es conocido como PLANOVITO.

Este PLAN  tiene dos ejes fundamentales:

I. MODIFICAR PATRONES CULTURALES por medio de acciones que incidan y busquen cambiar los patrones que justifican y alientan las conductas violentas, para propiciar un estilo de relaciones humanas no violentas, basadas en el respeto a la individualidad y la diferencia.

II. BRINDAR ATENCION OPORTUNA EFICIENTE Y EFICAZ A LAS PERSONAS MENORES DE EDAD VICTIMAS DE VIOLENCIA mediante un sistema de atención integral que permita la detección de la violencia intrafamiliar y el abuso sexual extrafamiliar.

En promoción y prevención las líneas prioritarias son:

a. Programas de Formación continua para funcionarios de instancias clave.

Esta acción contempla el desarrollo de procesos de capacitación a funcionarios y funcionarias en servicio con el propósito de sensibilizar sobre el problema, promover el respeto a los derechos de la población menor de edad y homologar criterios técnicos que permitan el abordaje preventivo desde la perspectiva y enfoque definidos en el plan.

b. Trabajo directo con niños, niñas y adolescentes para su empoderamiento:

Consiste en facilitar espacios dirigidos al desarrollo de programas que garanticen a los niños y niñas el acceso a la información oportuna y necesaria con el propósito de disminuir su condición de vulnerabilización que les permita enfrentar con mayores posibilidades de éxito, situaciones de abuso y violación a sus derechos.

Contempla a su vez la promoción de esta población como gestora de cambio, mediante el fortalecimiento de habilidades de liderazgo y compromiso social y su fortalecimiento personal y social.

c. Trabajo con padres, madres o personas encargadas, sobre temas diversos relacionados con pautas alternativas para la crianza, resolución alternativa del conflicto, comunicación itergeneracional, etc.

d. Difusión de información clave:

Incluye la difusión de información destinada a identificar factores de riesgo a nivel individual, familiar, institucional, comunal y de la sociedad en general, que permita mejorar la capacidad para una detección temprana de la Violencia Intrafamiliar y Abuso Sexual Extrafamiliar.

Así mismo, se considera toda información que contenga mensajes propositivos, tendientes a la erradicación paulatina de mitos, estereotipos, percepciones, actitudes y pautas de comportamiento en el marco de las relaciones interpersonales en los diversos contextos.

La difusión de información clave debe darse a través de instancias estratégicas de manera que se garantice la mayor cobertura posible: Medios de comunicación masiva y alternativa, instituciones educativas, grupos organizados de las comunidades, iglesias, comunidades empresariales entre otros.

Para ello, se requiere de la articulación entre las instituciones del Estado  y el sector privado u otras competentes para:

• Estimular programaciones y publicidad con enfoques no violentos.

• Desarrollar campañas masivas con enfoques propositivos.

• Desarrollar programas y estrategias dirigidas a fortalecer la capacidad crítica de niños, niñas y adolescentes, ante contenidos de violencia que transmiten los medios de comunicación.

e. Integración de la temática en el diseño y desarrollo curricular del sistema educativo desde preescolar a universitaria

El sistema educativo como instancia estratégica para la Promoción y Prevención, debe incluir el tratamiento de la problemática contra personas menores de edad como componente integrado al desarrollo curricular.

Esto significa revisar y adecuar los planes y programas de estudios (desde preescolar hasta universidades) para ubicar en forma transversal al desarrollo de las diferentes asignaturas, los contenidos relacionados con la temática.  Estos deben incluir el reconocimiento de la tipología y factores de riesgo y el fortalecimiento y promoción de factores protectores, sustentando su abordaje desde los enfoques definidos: poder, generacional, contextual, de género y de derechos.

También incluye como parte del desarrollo curricular, la adaptación de prácticas, normas y procedimientos basados en el cumplimiento de los derechos tomando como su máxima expresión, la equidad, el respeto y la solidaridad entre los diversos actores educativos.

EN MATERIA DE ATENCION A LAS VICTIMAS DE VIOLENCIA  LAS ACCIONES LINEAS PRIORITARIAS SON:

a. Sistematización de Experiencias y Formulación de Modelos de Atención, según las distintas formas de abuso y tipo de población afectada, que incluya seguimiento y evaluación con participación de todos los sectores involucrados.

b. Estandarización de Normas y Procedimientos.

c. Revisión y creación de Instrumentos.

d. Desarrollo e institucionalización de Programas y Servicios Especializados.

e. Diseño y aplicación de Sistemas de Acreditación.

f. Promoción de Capacitación, Investigación y Alternativas Metodológicas Innovadoras, para enfrentar la problemática.

Se adjunta un cuadro con estadísticas sobre violencia intrafamiliar.

· VIOLENCIA INTRAFAMILIAR: DENUNCIAS DE AGRESIÓN 

                 A MUJERES, NIÑOS Y ADULTOS MAYORES

	TIPO DE AGRESIÓN
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003

	Agresión a la Mujer 1/  

	Total
	12.195
	5.188c/
	4.837
	5.403
	5.534
	6.021

	Menores atendidos en el Hospital Nacional de Niños 2/  

	Total
	n.d.
	498
	302
	315
	331
	365

	Adultos Mayores víctimas de agresión según sexo 3/

	Total
	124
	117
	178
	102
	119
	248

	Mujeres
	111
	105
	139
	70
	95
	155

	Hombres
	13
	12
	39
	32
	24
	93


1/  Las cifras consideran las agresiones definidas como Delitos Mayores (Tentativa de

    homicidio, lesiones graves, lesiones leves,  incesto, agresión con arma,violación,

    abusos deshonestos,contagios venéreos) y contravenciones (golpes, amenazas, 

    divulgación de  hechos mortificantes, palabras o actos obscenos, amenaza de

     muerte contra niños).

2/  Incluye agresión física, sexual, pasiva y no especificada. 

3/  Casos tratados a nivel integral, abordados bajo la modalidad bio-psicosocial y legal

    en coordinación con el Servicio de Trabajo Social del Hospital Raúl Blanco 

    Cervantes.

a/  Los datos del año 1992 se obtuvieron del Informe:  Mujeres Latinoamericanas en

     Cifras.  FLACSO. 1994. 

b/  Los datos disponibles corresponden sólo a los meses de enero a julio de 1996.
c/  La disminución en el número de denuncias atendidas se debe a cambio en la

     metodología de registro de datos y a que se han abierto redes de atención a las mujeres

     en municipalidades y hospitales entre otros, que atienden directamente los casos   

FUENTE: Años 1992, 1994 a 1997: Ministerio de Justicia. Delegación de la Mujer 

Agredida, a partir de 1998 la información fue suministrada por el 

Intituto Nacional de las Mujeres (INAMU). 

Hospital Nacional de Niños. Registro de Casos. Departamento de Trabajo Social. 

Hospital Nacional de Geriatria y Gerontología Dr. Raúl Blanco Cervantes.  Departamento

de Trabajo Social.

	IV. LA INFLUENCIA DE LOS MEDIO DE COMUNICACIÓN EN LA FORMACIÓN DE UNA CULTURA DE DERECHOS DEL NIÑO



"Sara Dickey establece que una de las funciones históricas primordiales de todos los medios de comunicación ha sido la presentación de imágenes convincentes; y en la medida en que estas imágenes han llegado a ser objeto de una mayor difusión, la importancia de la imagen ha aumentado proporcionalmente y también ha cobrado más importancia tanto la utilización de las representaciones para la construcción e identidades y realidades imaginarias como la impugnación de su control. Así la función de los medios es proporcionar un espacio para que operen la imaginación y la construcción de identidades" (Dickey,  2004: 1). 

Las nuevas teorías de la comunicación destacan la creciente influencia de los medios de comunicación social como  instituciones socializadoras. Sin embargo, a la vez, enfatizan en que la familia es la instancia que, de manera prioritaria, desempeña el rol de encardinar e introducir a los nuevos seres en los patrones culturales y axiológicos del modelo social en el que se desenvuelve esta institución.

Como citan Bermejo y Cabero:

"La familia es una institución sociocultural, económica e ideológica, esencial e insustituible para entender nuestro pasado y presente, Constituye la unidad básica de nuestro tejido social y es la clave en el desarrollo personal del hombre".

Ambas instituciones han visto modificadas sus funciones en los últimos años, así la  familia ha cambiado a la luz del nuevo significado que se ha ido adquiriendo la infancia en la sociedad, la entraba en el mundo laboral de la mujer, la feminización de la sociedad donde los valores femeninos son cada vez asumidos y dignificados, el aumento en la calidad de vida, y por último, la influencia de los medios de comunicación social.

Asimismo, los medios de comunicación de masas han cambiado y hoy son considerados "aquellos sistemas mediáticos de información unidireccional, que de forma individual o en interacción, transmiten mensajes a una serie de personas "a priori" desconocidas y en forma simultánea. Estos sistemas mediáticos responden a una serie de características básicas que los diferencian de otros, como por ejemplo los medios audiovisuales y las nuevas tecnologías de la información y la comunicación" (Loscertales, 1995, 103).

Las funciones que se le han asignado a éstos varían claramente según la escuela o corriente dentro de la cual nos desenvolvemos. Cabero  realiza una síntesis de las propuestas de diferentes autores y llegamos a señalar seis funciones básicas: informadora-comunicativa, económica, estética-expresiva, de diversión y entretenimiento, substitutiva y socializadora. Esta última función, es la que interesa para la formación de una cultura de derechos humanos. Esta función indica que los medios de comunicación:

"...persiguen la incorporación del receptor a un grupo cultural, presentándole las normas por las que éste se rige, y las conductas aceptadas y rechazadas. Desde esta perspectiva los medios desempeñan también una función ideologizante y adoctrinante. En  definitiva cumplen una clara función ideológica en cuanto sistema de representación e la realidad sociocultural y política donde se desarrolle el individuo" (Cabero, 1994, 79).

Función socializadora que como indica Fernández Enguita (1995,20) persigue el "sustituir los mecanismos de control externo de la conducta por resortes de control interno; en otras palabras, que los individuos hagan lo que tienen que hacer y no hagan lo que deben de hacer sin necesidad de que nadie venga a resolverlo".

Así, cada vez estamos más inmersos dentro de una sociedad mediática de comunicación. Por ello, es importante analizar las influencias interactivas que pueden darse entre los medios y la familia, y viceversa.

Algunas veces los medios de comunicación más que crear patrones culturales, lo que sirven son como elementos potenciadores de patrones culturales y sociales ya asumidos conscientes o inconscientemente en los entornos familiares. Singer y Singer  (1993,8) luego de analizar esta situación señalan que:

"Proponemos que existe un vínculo entre la imaginación, la respuesta del niño a los patrones de conducta de los padres y la probable imitación de los contenidos agresivos de la televisión".

Como es bien sabido, todos los medios tienden a presentarnos la realidad en función de la ideología que los sustenta y de los códigos simbólicos que moviliza. Sin embargo, es importante analizar también los posibles efectos de los medios, ya que no existe un único efecto, sino una diversidad de interacción de los mismos. Encontrándose su influencia, desde la dimensión interna individual, como la creación y potenciación de actitudes y valores, hasta la dimensión cultural y política, sin olvidarse del contexto familiar.

Bermejo y Cabero indican al respecto que:

"...se empieza a asumir que el efecto de los medios ya no depende tanto del medio en sí, ni del individuo aislado y de sus  características  psicológicas y culturales, sino fundamentalmente de la estructura social en la cual se desenvuelva el individuo; en nuestro caso, del entorno familiar en el cual se desenvuelva. Desde aquí los medios, ya no son tanto los creadores de actitudes y valores, sino más bien instrumentos potenciadores de conductas previamente incorporadas en el repertorio conductual de los sujetos".

En síntesis, los medios no llegan a producir por sí solos tantos efectos como se había considerado, sino que más bien desempeñan un papel de potenciador de conductas preexistentes en los individuos. Así, el posible impacto de los medios no dependerá exclusivamente del medio en sí, sino de la interacción de una serie de variables que irán desde las características cognitivas y actitudinales del sujeto que recibe los mensajes, el contexto en el cual estos son recibidos o las características de diseño y presentación del medio en cuestión.  

Por ello, es necesario enfatizar el papel significativo de la familia en la interacciones que se establezcan con los medios de comunicación social. Frente a los medios de comunicación o de masas el papel que debe desempeñar la familia es de máxima trascendencia, ya que a través de ella se puede influir para pasar de posiciones de supeditación a los mismos, a posiciones de comprenderlos como instrumentos culturales, con una significación para las personas que se desenvuelven en la cultura occidental  (Bermejo y Cabero, 2004: 1).

La realidad es construida socialmente y todas las formas de vida están constituidas por el conocimiento que poseen los sujetos sobre las mismas. Así, con los medios de comunicación es necesario preguntar qué instrumentos mediáticos favorecen un tipo determinado de construcción social.

Más allá de esta labor socializadora de la familia, la escuela y los medios de comunicación, es necesario analizar que los medios de comunicación han protagonizado a lo largo del siglo XX, la mayor transformación conocida en la historia de la humanidad. La convergencia del desarrollo de las industrias de la información, de la cultura y del conocimiento, , con la revolución tecnológica (cibernética, microelectrónica, telemática) está ofreciendo resultados que van más allá de las clásicas tres "funciones" atribuidas a los media (informar, formar, entretener), para llenar todo el ámbito de la experiencia social.

"Si la revolución industrial supuso una importantes extensión de la fuerza, del músculo, de la capacidad física de intervención en el mundo, la nueva revolución en que nos encontramos supone una extensión de la mente y de las capacidades de procesar y transformar la información. Y esto ocurre en una época de profunda crisis de identidad y de búsqueda de valores identitarios" (Vásquez, 2005: 1).

En este contexto, es claro que la influencia de los medios de comunicación en la construcción de los imaginarios sociales, grupales e individuales, especialmente en lo que se refiere a raza, género y otras claves  identitarias (nacionales, religiosas, políticas, etc..) es fundamental para la formación de una cultura de derechos humanos, y específicamente, en la construcción de una cultura de derechos de la niñez y la adolescencia, entendida ésta  como:

"un conjunto de significados, expectativas y comportamientos compartidos por un determinado grupo social, que facilitan y ordenan, limitan y potencian, los intercambios sociales, las producciones simbólicas y materiales y las realizaciones individuales y colectivas dentro de un marco espacial y temporal determinado" (Pérez Gómez, 1998).

De acuerdo a la CDN los medios de comunicación social desempeñan un papel importante en la difusión de información destinada a las personas menores de edad, que tenga como fin promover el bienestar moral, el conocimiento y comprensión entre los pueblos y que respete la cultura de la niña, niño y adolescente.

Se le ha definido como el “Cuarto Poder” por parte de algunos teóricos de la comunicación social, por la importante credibilidad entre la opinión pública costarricense; vemos que la prensa encabeza la mayoría de opiniones favorables, superando la imagen positiva del primer Poder de la República, es decir lo que dicen los y las periodistas es más creíble.  El público reconoce positivamente la función social y el contrapeso que los medios ejercen frente a la gestión pública. Existe liderazgo comprobado de algunos medios de comunicación colectiva.

Agregar el artículo 20 del CNA: Las personas menores de edad tendrán el derecho de obtener la información, sin importar su fuente y modo de expresión, en especial lo que promueva su bienestar social, espiritual y emocional, así como su salud física y mental. El ejercicio de este derecho deberá ejecutarse de manera responsable y bajo la orientación de los padres, madres, representantes, educadores y adultos y adultas responsables de la persona menor de edad.

No se puede ni se debe dejar de lado los principios éticos para informar sobre niños, niñas y adolescentes, lo cual de acuerdo a la Protección integral es una nueva manea de relación adultos(as)-niños(as) por lo que se constituye en un reto. Existen muchas situaciones que cuando se informa acerca de una persona menor de edad se le expone a riesgo, represalias o difamación. La información debe ser de un modo sensible y adecuado a su autonomía progresiva. Servir el interés público sin comprometer los derechos de las niñas, niños y adolescentes.

Los medios de comunicación escritos, radiales y televisivos deben buscar un horizonte claramente razado cual es la dignidad y los derechos de la niñez y la adolescencia los que deberán de respetarse bajo cualquier circunstancia.  Al entrevistar e informar se debe privilegiar su intimidad y confidencialidad, a que sus opiniones sean escuchadas, a tomar parte en las decisiones que les afecten y a ser protegidos contra el daño y las represalias reales potenciales.  Los intereses de las personas menores de edad prevalecerán sobre cualquier otro interés.  A la hora de determinar que es lo mejor para el niño, niña o adolescente, se ponderará debidamente el derecho a que su opinión sea tenida en cuenta conforme a su edad y grado de madurez.  Para valorar las posibles derivaciones políticas, sociales y culturales de cualquier reportaje se consultará a las personas más cercanas a la persona menor de edad, que conocen su situación, que son quienes mejor lo saben. No se publicarán textos o imágenes, que incluso habiendo modificado u omitido los nombres u ocultado los rostros puedan suponer un riesgo para la persona menor de edad, sus hermanos(as), o compañeros(as).

Es importante tomar en cuenta para entrevistar a las personas menores de edad lo siguientes:

· No herir la sensibilidad, evitar preguntas, opiniones o comentarios que les enjuicien o sean insensibles a sus valores culturales, que les pongan en peligro o puedan humillarles o que reaviven su dolor y su pesar ante en recuerdo de vivencias traumáticas.

· Cuando se escogen los o las protagonistas no se debe ni se puede discriminar por razón de sexo, raza, religión, posición, formación o aptitudes físicas.

· No pida a una persona menor de edad que relate o interprete hechos ajenos a su propia vivencia.

· Hay que estar seguros de que la persona menor de edad y su representante estén conscientes de que hablan con un periodista, por lo que se les debe explicar el propósito de la entrevista y el uso que se pretende hacer de ella.

· Se debe obtener permiso de la persona menor de edad y de su representante, antes de realizar cualquier entrevista, reportaje de video, fotografías.

· Garantizar la no coacción y que entiendan que el relato puede ser difundido

· Prestar atención a cómo y dónde tiene lugar la entrevista

· Reducir la cantidad de fotógrafos y entrevistadores al mínimo

· Que la persona menor de edad se sienta en todo momento cómoda y sin influencias externas.

· Al escoger la imágenes y sonidos de fondo para los reportajes, entrevistas de video y audio debe pensarse en cómo puede afectar al protagonista, a su vida y a su historia.

· Hay que asegurarse de que el hecho de mostrar su casa, la comunidad o el entorno en que vive no le supone ningún riesgo, ni le afectará de manera negativa.

Deben tenerse siempre presentes los principios para informar como los son el no estigmatizar a la persona menor de edad, evitar valoraciones o descripciones que lo expongan a sufrir represalias, especial daños físicos o psicológicos adicionales, o a padecer de por vida maltrato, discriminación o rechazo por parte de la comunidad, además debe situarse la historia o la imagen dentro del contexto real, cambiar siempre el nombre y ocultar el rostro de los niños, niñas y adolescentes a los que se presente como víctimas, perpetradores, seropositivos, imputados o sentenciados.

Toda regla tiene su excepción y es importante al menos citarlas:

· Cuando un niño, niña o adolescente establece contacto con un periodista con la intención de ejercer su derecho de libertad de expresión y a que su opinión sea escuchada.

· Cuando forma parte de n programa sostenido de activismo o movilización social.

· Debe corroborarse la veracidad de lo que la persona menor de edad va a declarar ya sea con grupos de pares, con adultos(as) o con ambos grupos preferiblemente

· Cuando existan dudas acerca de eventuales riesgos, se debe informar acerca de la información general que afecta al sector niñez y adolescencia en lugar de referirse a un niño, niña o adolescente en concreto.

La información es un derecho fundamental y su tratamiento teórico y práctico debe enmarcarse siempre en los derechos humanos. La búsqueda de la adecuación de derechos de periodistas, consumidores de información y personas que son reseñadas en las noticias es punto cardinal en cualquier sociedad que presuma de democrática.

No se puede dejar de indicar de la apertura de las y los profesionales en periodismo, que ha creado los espacios para discutir propuestas, todas perfectibles y que sirven de instrumento que puede orientar el trabajo de ellos y ellas, así como de estudiantes para subsanar errores. Promover la profundidad en las informaciones y, sobre todo, evitar las violaciones a los derechos humanos de las personas menores de edad.

Cualquier ser humano y en especial las niñas, niños y adolescentes, no importa el delito que hayan cometido, o si son víctimas o victimarios son seres humanos con dignidad y derechos que todos y todas debemos respetar.

Normativa para regular el funcionamiento de los medios de comunicación y los derechos de las personas menores de 18 años.

El Código de la Niñez y la Adolescencia  (Ley 7739), publicada en La Gaceta N. 26 del 6 de febrero de 1998 establece el marco jurídico mínimo para la protección integral de los derechos de las personas menores de edad. Establece los principios fundamentales tanto de la participación social o comunitaria como de los procesos administrativos y judiciales que involucren los derechos y las obligaciones de esta población.

En el Título II de Derechos y Obligaciones  en que se establecen los Derechos y Libertades Fundamentales  se establecen varios artículos sobre los medios de comunicación colectiva  que regulan su funcionamiento de acuerdo con la Doctrina de la Protección Integral de los Niños, Niñas y Adolescentes. Entre estos se citan los siguientes:   

Artículo 21.- Deber de los medios de comunicación.

La función social de los medios de comunicación colectiva es colaborar en la formación de las personas menores de edad, divulgando información de interés social y cultural. Para ello, procurarán atender las necesidades informativas de este grupo y promoverán la difusión de sus derechos, deberes y garantías.

El Consejo de la Niñez y la Adolescencia, regulado en el título IV de este Código, otorgará cada año un premio para el medio y el comunicador sociales destacados durante el período por su ayuda a la función mencionada en el párrafo anterior. El premio consistirá en una suma en dinero efectivo igual a la correspondiente al Premio Joaquín García Monge, acompañada de una placa alusiva. 

Artículo 22.- Mensajes restringidos.

Los medios de comunicación colectiva se abstendrán de difundir mensajes atentatorios contra los derechos de la persona menor de edad o perjudiciales para su desarrollo físico, mental o social.

Los programas, la publicidad y los demás mensajes que se difundan por radio  y televisión, se ajustarán a la audiencia correspondiente. Mediante decreto ejecutivo se reglamentará lo relacionado con los horarios 

Artículo 24.- Derecho a la integridad.

Las personas menores de edad tendrán derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral. Este derecho comprende la protección de su imagen, identidad, autonomía, pensamiento, dignidad y valores.

Artículo 25.- Derecho a la privacidad.

Las personas menores de edad tendrán derecho a no ser objeto de injerencia en su vida privada, familia, domicilio y correspondencia; sin perjuicio de los derechos y deberes inherentes a la patria potestad.

Artículo 27.- Derecho a la imagen.

Prohíbese publicar, reproducir, exponer, vender o utilizar, en cualquier forma, imágenes o fotografías de personas menores de edad para ilustrar informaciones referentes a acciones u omisiones que se les atribuyan sean de carácter delictivo de contravención o riñan con la moral o las buenas costumbres; asimismo, cuando de algún modo hayan participado o hayan sido testigos o víctimas de esos hechos, si se afecta su dignidad.

Queda prohibida la publicación del nombre o cualquier dato personas que permita identificar a una persona menor de edad   autora o víctima de un hecho delictivo, salvo autorización judicial fundada en razones de seguridad pública.

Artículo 28.- Suspensión de acciones.

Cuando la imagen, fotografía o identidad de una personas menor de edad se reproduzca, publique, exponga, o utilice violando lo dispuesto en el artículo anterior, podrá solicitarse al juez competente que, como medida cautelar y sin perjuicio de lo que pueda resolverse en definitiva, suspenda el acto o cualquier otra acción que pueda intentar el afectado o su representante, en resguardo del interés superior de estas personas.

Los medios de comunicación colectivos  son agentes fundamentales en la prevención del abuso y en la denuncia del abuso infantil; pero sobre todo inciden en la cultura y en las prácticas sociales, por lo que un manejo informativo que respete los derechos de todos nuestros niños y niñas, contribuye a que toda la sociedad los considere sujetos sociales de derechos.

Lecciones aprendidas, necesidades de cooperación, recomendaciones y experiencias exitosas. 

· Incorporación  de la temática de derechos de la niñez y la adolescencia en el Código de Ética del Colegio de Periodistas: atención especial a la protección de la imagen y privacidad respecto de la violencia sexual.

· Creación de manuales de tratamiento informativo: en materia de explotación sexual comercial contra niños, niñas y adolescentes  y respecto del trabajo infantil han demostrado que la educación para los medios de comunicación es fundamental  para promover valores respetuosos de los derechos de las personas menores de edad víctimas de la explotación sexual. 

· Promoción de campañas educativas sobre desarrollo integral de la niñez y la adolescencia: la labor educativa-informativa que se haga a través de los medios de comunicación incide en el imaginario social y en prácticas respetuosas de los derechos de las personas menores de 18 años. Algunas temáticas desarrolladas son: responsabilidad comunal para con la niñez y la adolescencia, paternidad responsable, explotación sexual comercial, desarrollo integral de la niñez y la adolescencia, prevención del abuso físico, entre otras.

· Como lo establece la Doctrina de la Protección Integral el trabajo en materia de derechos corresponde a todos los actores sociales. Este se ha realizado en los últimos años en coordinación con la empresa privada como parte de su responsabilidad social.

ANEXOS

DATOS ESTADISTICOS

 

ORGANIZACIÓN FAMILIAR: MATRIMONIOS, DIVORCIOS,

NACIMIENTOS Y PENSIONES ALIMENTICIAS

	VÍNCULOS FAMILIARES
	1995
	1996
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003

	 

	Matrimonios y divorcios inscritos

	Matrimonios 
	23.564
	23.050
	22.422 
	25.196
	23.594
	24.217
	22.868
	23.569
	24.057

	Divorcios 
	4.562
	4.878
	4.355
	7.188
	6.949
	9.633
	7.084
	7.786
	9.442

	Tasa de nupcialidad 1/
	6,7
	6,4
	    6,1
	6,7
	6,1
	6,1
	5,6
	5,7
	5,7

	Razón de divorcios por cada 100 matrimonios inscritos
	 19,4
	21,2
	19,4
	28,5
	29,5
	39,8
	31,0
	33,0
	39,2

	Nacimientos ocurridos en el año

	Total de nacimientos 
	80.306
	79.203
	78.018
	76.982
	78.526
	78.178
	76.401
	71.144
	72.938

	-Fuera de matrimonio 2/
	37.411
	37.319
	37.338
	37.966
	40.151
	41.227
	40.884
	39.577
	41.770

	-De madre soltera 3/
	35.195
	35.696
	35.679
	36.289
	38.476
	39.627
	39.338
	37.729
	40.140

	-De padre no declarado 
	20.752
	21.503
	21.334
	21.474
	23.845
	24.342
	22.384
	5.744
	5.666

	-De padre ignorado4/
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	14.479
	14.654

	De madre adolescente 
	14.760
	14.954
	15.249
	15.374
	16.041
	16.610
	15.461
	14.927
	14.835

	-Menores de 15 años
	564
	538
	526
	569
	597
	611
	601
	473
	479

	-De 15 a 19 años
	14.196
	14.416
	14.723
	14.805
	15.444
	15.999
	14.860
	14.454
	14.356

	Pensiones alimenticias

	-Vigentes
	28.617
	32.561
	40.156
	41.890
	46.602
	54.465
	57.981
	65.411
	72.356

	-Nuevas
	10.113
	12.092
	14.332
	15.383
	16.309
	17.509
	20.261
	21.712
	22.297


FUENTE: Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), Estadísticas Vitales.

              Poder Judicial. Departamento de Planificación. Sección Estadística.

              Tribunal Supremo de Elecciones. Departamento de  Planificación.

DISTRIBUCIÓN DE LOS HOGARES 

Según: Tipología

	TIPOLOGÍA
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003

	Distribución relativa

	Total de hogares
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0

	Unipersonal
	6,8
	6,9
	7,0
	6,7
	7,7
	7,6
	8,6

	Pareja
	8,6
	9,5
	8,9
	8,5
	8,7
	9,4
	9,4

	Pareja más hijos solteros
	55,8
	55,6
	54,5
	56,1
	53,3
	53,6
	51,7

	Uniparental
	11,8
	12,0
	11,8
	11,9
	13,1
	12,5
	12,9

	Nuclear más hijo casado
	3,5
	3,4
	3,6
	3,5
	3,4
	3,3
	3,7

	Nuclear más familiar soltero
	11,6
	10,9
	11,7
	10,9
	11,8
	11,2
	10,8

	Nuclear más no familiar soltero 
	1,3
	1,3
	1,9
	1,6
	1,4
	1,7
	2,1

	Familiar o no familiar casados
	0,2
	0,2
	0,3
	0,3
	0,3
	0,2
	0,4

	Nuclear más familiar más no famililar solteros
	0,3
	0,3
	0,4
	0,4
	0,4
	0,4
	0,4


FUENTE: Años 1988, 1990 y 1992:  Kuhlmann Benenzon, Sharon; 

Soto Abarca María Laura."Los hogares costarricenses. 1988, 

1990 y 1992".  En: Actualidad demográfica de Costa Rica. San José, C.R. 

 Programa Centroamericano de Población, UCN. 1995.

Años 1991, 1993 a 2001: Instituto Nacional de Estadística y Censos, 

Encuestas de Hogares de Propósitos Múltiples
DISTRIBUCIÓN DE LOS HOGARES CON JEFATURA FEMENINA

 Según: Tipología

	TIPOLOGÍA
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003

	Distribución relativa

	Total de hogares
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0

	Unipersonal
	13,3
	14,9
	13,9
	14,3
	14,3
	13,5
	14,6

	Pareja
	1,3
	1,4
	1,6
	1,0
	1,4
	2,4
	1,9

	Pareja más hijos solteros
	5,2
	4,5
	7,2
	6,2
	5,7
	6,9
	7,4

	Uniparental
	51,2
	51,7
	48,1
	49,9
	49,7
	47,9
	47,8

	Nuclear más hijo casado
	7,0
	6,5
	6,4
	6,5
	5,9
	6,8
	5,9

	Nuclear más familiar soltero
	19,2
	18,6
	20,2
	18,8
	20,3
	20,1
	18,4

	Nuclear más no familiar soltero 
	2,1
	1,6
	1,8
	2,0
	1,6
	1,6
	2,1

	Familiar o no familiar casados
	0,2
	0,3
	0,2
	0,5
	0,5
	0,3
	0,8

	Nuclear más familiar más no famililar solteros
	0,5
	0,4
	0,5
	0,8
	0,6
	0,5
	0,4


FUENTE: Años 1988, 1990 y 1992:  Kuhlmann Benenzon, Sharon; 

Soto Abarca María Laura."Los hogares costarricenses. 1988, 

1990 y 1992".  En: Actualidad demográfica de Costa Rica. San José, C.R. 

 Programa Centroamericano de Población, UCN. 1995.

Años 1991, 1993 a 2001: Instituto Nacional de Estadística y Censos, 

Encuestas de Hogares de Propósitos Múltiples.
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�Estado de los Derechos de la Niñez y Adolescencia. I Informe. Capítulo VI, páginas 225-251. Universidad de Costa Rica, Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, San José, Costa Rica , 1999.








� Defensoría de los Habitantes. Dirección de Niñez y Adolescencia. Informe presentado a la Asamblea Legislativa, Mayo 2002.
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